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RESUMEN DE LA TESIS DOCTORAL

El tráfico ilícito de bienes culturales supone uno de los negocios más lucrativos para la criminalidad organizada en el plano internacional. Miles de estos objetos se encuentran expuestos diariamente a la acción de los delincuentes, interesados únicamente en el posible valor económico que alcanzan en el mercado negro y para los que este tipo de acciones delictivas se ha convertido en una forma de vida, su modus vivendi. 
Los bienes culturales son vulnerables ante una variedad de diferentes amenazas. El robo de obras de arte, el expolio de yacimientos arqueológicos terrestres o subacuáticos y la falsificación de estos objetos suponen sus actividades más habituales. Se trata de los riesgos más importantes que padecen no solo los profesionales dedicados al mundo del arte sino también los coleccionistas, estando obligados las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad a investigar. Además, en los últimos años se les ha unido otro tipo de acciones muy preocupantes para la comunidad internacional: los daños intencionados contra el patrimonio cultural de civilizaciones antiguas, en auge en países dominados por grupos terroristas como el Estado Islámico, y daños también observados como parte de la limpieza étnica entre bandos rivales durante ciertos conflictos armados de extrema dureza y crueldad.
Analizado el riesgo al que están sometidos esta clase de objetos, los Estados y, de forma complementaria, la comunidad internacional ha pretendido en el último medio siglo aplicar una serie de medidas para proteger el patrimonio cultural de la humanidad.
En el plano nacional, el Patrimonio Histórico español forma parte del acervo cultural de nuestra sociedad y, por ende, conforma una de sus señas de identidad. De esta forma lo recoge la Constitución Española que atribuye la responsabilidad de la salvaguarda del Patrimonio Histórico español a los poderes públicos. Pero no sólo el patrimonio histórico se encuentra en peligro sino que también el artístico y el cultural, entre otros.
Como consecuencia, el Ministerio del Interior durante la X legislatura (2011-2015) se propuso, como séptima línea estratégica, impulsar la protección del patrimonio cultural en España. En desarrollo de este propósito, han sido muchas las iniciativas tomadas por las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado (FCSE), así como por otros entes públicos y privados en los últimos años para intentar frenar el expolio de yacimientos arqueológicos y el tráfico nacional e internacional de los bienes culturales.
En un plano internacional, la Unión Europea (UE) también ha querido resaltar la importancia que tiene el patrimonio cultural de sus Estados miembros, como símbolo de la identidad y memoria de tantas generaciones, con la inclusión de varios artículos tanto en el Tratado de la UE, como en su Tratado de Funcionamiento.
 Sobre esta cuestión, la mayoría de Estados han tomado como referencia la Convención de la UNESCO de 1970[footnoteRef:1] y el Convenio de UNIDROIT de 1995[footnoteRef:2], no existiendo en el marco legislativo de la UE una normativa que ampare, de forma similar, la protección del patrimonio cultural de los Estados miembros de la UE. Este hecho resulta de singular importancia, sobre todo si tenemos en cuenta que el comercio ilegal de bienes culturales supone uno de los mayores tráficos ilícitos que se producen en el mundo, junto con el de estupefacientes o el tráfico de armas. [1:  Convención sobre las Medidas que deben Adoptarse para Prohibir e Impedir la Importación, la Exportación y la Transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes Culturales, celebrada en París el 14 de noviembre de 1970.]  [2:  El Convenio de UNIDROIT sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente, hecho en Roma (Italia) el 24 de junio de 1995.] 

Por lo explicado anteriormente, la HIPÓTESIS del presente trabajo de investigación podría plantearse de la siguiente forma: “El patrimonio cultural no está adecuadamente protegido en la Unión Europea y no existe una reacción a nivel europeo ante los problemas que, de manera individual, sufren los Estados miembros”. 
Por tanto, pretende demostrarse en este trabajo de investigación que, aunque los Estados miembros son los que tienen la competencia principal en cuanto a la protección de su patrimonio cultural, la UE podría complementar las acciones que actualmente se están llevando a cabo con políticas más específicas y más contundentes de protección que supongan un valor añadido a las ya existentes y que armonizaran las aplicadas por los Estados miembros.
A raíz de esta hipótesis, conviene aclarar que el universo de estudio planteado está geográficamente localizado principalmente en la Unión Europea –aunque se hará necesario comparar con otras casuísticas fuera de la UE- y, temporalmente, se hará un estudio de los casos acaecidos en los últimos 15 ó 20 años.
Se trata, por tanto, de un trabajo que, partiendo de los hechos fácticos que conforman el mercado del arte en esta materia, utiliza el método hipotético-deductivo. Además, la metodología de investigación se combinará con la propia experiencia profesional del autor en este asunto, realizando durante varios años al análisis criminal de este tipo de hechos delictivos.
Para llevar a cabo estas líneas de investigación anteriormente reseñadas se ha recurrido al siguiente tipo de FUENTES: fuentes vivas (entrevistas con expertos en la materia), análisis de textos jurídicos (normativa nacional e internacional) y textos especializados en bienes culturales, asistencia a foros y seminarios relacionados con la protección del Patrimonio Cultural o visitas de páginas web relacionadas con la materia.
Planteado el problema y definido el objeto del trabajo de investigación, se ha orientado la tesis desarrollando las siguientes LÍNEAS DE INVESTIGACIÓN:
PRIMERA: “EL MERCADO DEL ARTE Y LOS ACTORES QUE INTERVIENEN”.
Se comienza por aclarar qué es considerado como un bien cultural y si todos estos objetos se encuentran legalmente protegidos. Conocer este aspecto nos ayuda a enmarcar el bien jurídico protegido en el presente estudio. 
Múltiples han sido las definiciones pronunciadas que han intentado determinar los bienes de interés que forman parte del patrimonio histórico, artístico y arqueológico. 
Comenzando por la ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español –en adelante, LPHE- el legislador quiso expresar mediante una definición, lo más amplia posible, todos los bienes culturales que son de interés nacional, pero siempre refiriéndose bajo el término patrimonio histórico de España.
Sin embargo, la UNESCO[footnoteRef:3] prefiere utilizar el término patrimonio cultural.  [3:  La UNESCO es la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura. Entre una de sus misiones se encuentra la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. Fuente: Información recuperada el día 06 de julio de 2014 del sitio web: http://www.unesco.org/new/es/unesco/themes/major-programmes/culture/] 

Pese a ello, en bastantes ocasiones no se ha podido evitar la libre interpretación de los países sobre la consideración de ciertos bienes como parte del patrimonio cultural, lo que ha originado no pocas controversias[footnoteRef:4]. Tanto es así que la UE ha aprobado recientemente una nueva norma[footnoteRef:5] mucho más extensa, dejando que sean los Estados miembros los que decidan si son de su interés, refiriéndose a los bienes culturales como aquellos bienes pertenecientes al patrimonio artístico, histórico o arqueológico que pertenezcan al patrimonio nacional.  [4: La restitución se puede ver comprometida por el simple hecho de que el país destinatario del bien exportado ilegalmente no considere que se encuentra incluido este objeto en alguna de las categorías enunciadas en la Convención de la UNESCO. ]  [5: Directiva 2014/60/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de mayo de 2014, relativa a la restitución de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro, y por la que se modifica el Reglamento (UE) no 1024/2012 (refundición).] 

Posteriormente, se explica cómo funciona el mercado legal del arte. Para ello, se hace necesario conocer el volumen de negocios que origina este comercio, la demanda existente y qué países están considerados como núcleos del mercado en este ámbito por el volumen de sus negocios. En este sentido, se constata que el mercado legal del arte se ha contraído en los últimos años debido, principalmente, a la crisis financiera mundial. Sin embargo, se ha podido comprobar cómo existe un voluminoso mercado internacional del arte con una gran demanda proveniente de coleccionistas, así como de museos públicos y privados. Los países que siempren se encuentran entre los que más volumen de negocios tienen y con mayor demanda son los EE.UU de América, el Reino Unido y China seguidos, muy de lejos, de otros países occidentales. Estos países concentran a las casas de subastas más prestigiosas a nivel internacional realizando las transacciones más importantes.
De todos modos, cabe destacar que el mercado se ha masificado y pierde rigor, apareciendo sujetos sin una cultura importante en el mundo de las antigüedades que pretenden invertir en estos bienes. En cuanto a los agentes que intervienen en el mercado del arte, hemos visto que existen diferentes canales de distribución, tantos que se hace imposible realizar un correcto seguimiento de la actividad por parte de las FCS. Este inconveniente aumenta con la aplicación de internet y de las nuevas tecnologías. A esto hay que añadirle la actividad comercial que realizan intermediarios clandestinos con bienes culturales robados o exportados ilícitamente.
En relación con el punto anterior, las operaciones de adquisición realizadas por las Administraciones Públicas son absolutamente transparentes, en cuanto al gasto que se genera, mientras que el análisis del mercado privado del arte está incompleto, por lo que los esfuerzos de control del mercado habrá que realizarlo en este sentido.
En relación con las medidas aportadas por algunos países en su conjunto, se puede afirmar que los países con gran riqueza cultural suelen adoptar medidas más restrictivas para evitar que su legado artístico y, en definitiva, su identidad cultural se diluya ante la gran demanda cultural existente en otros lugares del mundo, epicentros del mercado artístico mundial. Incluso se observa el fenómeno denominado como repatriación artística, en la que los Estados intentan devolver a su pueblo aquellos bienes culturales que pueden ser considerados como muy representativos de su cultura.
España es la que invierte en mayor medida en la preservación del patrimonio cultural con respecto a los países del entorno. En un ámbito más amplio, se demuestra que la Unión Europea participa en la conservación y preservación del patrimonio cultural de los Estados miembros a través de subvenciones como los fondos FEDER y FEADER. Estos fondos dedican partidas presupuestarias muy importantes en la conservación y protección de bienes culturales europeos.
SEGUNDA: “ESTUDIO DE LA CRIMINALIDAD RELACIONADA CON LOS BIENES CULTURALES”.
 Con el fin de corroborar igualmente la hipótesis inicial, en este capítulo se plantean las vulnerabilidades a las que está expuesto el patrimonio cultural en la UE. Tras una exhaustiva investigación, se puede decir que las actividades delictivas más usuales están englobadas en cuatro tipos delitivos: el expolio arqueológico, los robos,  las falsificaciones y los daños intencionados a bienes culturales. Además, queda demostrado que el patrimonio cultural no está debidamente protegido ante cualquier tipo de amenaza: El patrimonio eclesiástico y los yacimientos arqueológicos se encuentran diseminados por toda la geografía y sin la debida custodia; los coleccionistas privados carecen de las medidas de seguridad idóneas en sus domicilios; los museos o galerías de arte evidencian una ausencia de la adecuada vigilancia; las bibliotecas y archivos históricos han sido estafados con la utilización de carnets falsos por parte de delincuentes que se hacen pasar por investigadores; las aduanas deben confiar en el análisis de riesgo puesto que es imposible inspeccionar todas los contenedores de mercancías; no se realiza un control exhaustivo de los bienes culturales que se venden por internet. 
Podemos encontrarnos diferentes tipos  de sujetos que cometen el expolio arqueológico: El ocasional, el individual sistemático, el organizado y el expolio subacuático cometido por submarinistas aficionados o empresas cazatesoros.
En cuanto a los robos, los podemos dividir en: No especializados (ocasionales o habituales, más la aparición de un tipo de delincuencia itinerante), especializados (habituales o profesionales). Toma especial relevancia en este sentido la delincuencia itinerante.
Con respecto a la falsificación de obras de arte, se demuestra cómo incide, en mayor medida, sobre las obras pictóricas sin descartar que ocurran en otro tipo de géneros. Existe una cifra negra elevada fundamentada en el mantenimiento del prestigio profesional del marchante, por lo que pretende que no salga a la luz publica que ha sido víctima de un engaño. Además, los estafadores suelen tener vinculación con el mercado del arte, entremezclando la actividad lícita con la ilícita. También hay que resaltar el uso de internet como herramienta fundamental para la criminalidad para introducir género falso en el mercado artístico. Por último, destacar una deficiente regulación nacional e internacional en este aspecto. Además, se ha mostrado cómo en el mercado ilícito es donde se suele negociar con las piezas más valiosas.
Es muy probable que el circuito que sigue el bien cultural robado o expoliado sea el siguiente: Tras haber pasado por varios propietarios o intermediarios es incluido en el mercado junto a otros objetos de procedencia legal, pudiendo presentar deterioros para confundir o pasar inadvertidos[footnoteRef:6]. Para ello, suelen estar amparados con documentación falsa. [6:  Se ha detectado esculturas mutiladas parcialmente o a las que se les ha quitado la policromía para pasar desapercibidas en el mercado legal o clandestino.] 

Otro factor a tener en cuenta es que los países de origen de los bienes culturales cuentan con unas leyes exportadoras muy estrictas mientras que los países receptores de estos bienes, con un mercado del arte muy asentado y desarrollado, prefieren que los exportadores se encuentren sujetos a leyes más laxas.
Ha quedado comprobado cómo una parte del gremio de los marchantes e intermediarios continúan comerciando con objetos cuya procedencia es desconocida o dudosa.
Existe una resistencia muy notoria por parte del país receptor a la devolución del bien y a su persecución penal. Estas reclamaciones judiciales internacionales están ejerciendo presión sobre el mercado del arte, exigiéndoles a los intermediarios que se cercioren de la procedencia del objeto antes de adquirirlas, lo que está produciendo algunos resultados satisfactorios.
En cuanto a la estadística, parece complicado conocer con exactitud el alcance del problema debido a varias razones: Suelen estar comprendidos en tipologías delictivas más generales, cada país cuantifica el fenómeno de una forma diferente, no se comparte convenientemente la estadística con organismos oficiales internacionales y existe una cifra negra importante. Estos tipos de delitos no parecen ser tan frecuentes en España y no causan una gran alarma social, pese a que la estadística en España ofrecida por fuentes oficiales no parece reflejar la situación real. Además, la sustracción que se produce en inmuebles religiosos tiene un peso específico en la estadística general al igual que el expolio arqueológico. Los vastos territorios donde puede encontrarse yacimientos arqueológicos y el éxodo rural hacia las ciudades dejando ermitas desprotegidas provocan que una importante cantidad de bienes culturales queden expuestos a la acción de la delincuencia.
La criminalidad organizada es mucho más selectiva a la hora de perpretar sus delitos, eligiendo bien la pieza y sustrayendo objetos de mayor valor y relevancia que los de la delincuencia común. 
En el caso de conflictos armados, y desde tiempos muy antiguos, los bienes culturales del adversario vencido eran arrebatados de sus propietarios originales por varios motivos: como botín de guerra, por codicia o por humillar al contrincante. En los últimos años se han unido otras dos razones: como parte de la “limpieza étnica” o por ser contrarios a las creencias religiosas de terroristas yihadistas. Vemos cómo la comunidad internacional no pone en marcha demasiados mecanismos de respuesta inmediata ante el saqueo o destrucción del patrimonio cultural del país dominado. La tímida reacción internacional alienta la acción descontrolada de vándalos y delincuentes que parecen actuar con total impunidad.
Con respecto a este capítulo, se realizan las siguientes propuestas:
1. Visto que la criminalidad se beneficia de la falta de seguridad que rodean a los bienes culturales, la primera de las propuestas deberían ir enfocadas a mejorar la labor de prevención  acometida por la Administración del Estado y entes privados. Así, deberá mejorarse las medidas de seguridad que protegen al patrimonio cultural en general, tanto en yacimientos arqueológicos, como en otros lugares que contangan bienes culturales (museos, iglesias, domicilios particulares, etc.).
2. Tomada en consideración la falta de regulación en el ámbito de la falsificación de los bienes culturales, la siguiente propuesta debe ir enfocada a sugerir un cambio en el Código Penal español para introducir una nueva figura delictiva: la falsificación de bienes culturales. En el ámbito europeo, debería también regularse penalmente mediante una normativa que fuera de obligado cumplimiento por los Estados miembros (Decisión, Directiva o Reglamento). A parte, la creación de un registro internacional de los números de serie de los certificados de autentidad que acompañan a las obras de arte podría ser otra de las medidas que disuadirían a la criminalidad de cometer este tipo de hechos delictivos. Un resgistro controlado de los bienes culturales disuadiría su posible falsificación y tenencia ilícita.
3. Otra de las propuestas sería homogeneizar a nivel internacional la estadística relativa a la delincuencia relacionada con el patrimonio cultural. Organismos como EUROPOL podrían encargarse de impulsar esta homogeneización.
4. Por último, consideramos necesario una mayor concienciación en la sociedad con respecto a la protección del patrimonio cultural y a la compra de bienes culturales con el fin de evitar posibles falsificaciones. En este sentido, debería informarse a través de la Administración y del sector privado que nunca adquieran una obra de arte si existen dudas acerca de su procedencia, comprar siempre con una factura que le dé garantías. Por parte del gremio del arte se debería estudiar y documentar correctamente la pieza en cuestión antes de introducirla al  mercado[footnoteRef:7].    [7:  Unas conclusiones similares a las que se encuentran en este punto fueron citadas durante el “I Encuentro profesional sobre la Lucha contra el Tráfico Ilícito de Bienes Culturales” organizado por el Ministerio de Cultura, Educación y Deporte en el año 2013. Ministerio de Educación, Cultura y Deporte, I Encuentro profesional, 83.] 


TERCERA: “MARCO NORMATIVO INTERNACIONAL”.
La comunidad internacional se ha movilizado con la intención de aumentar la protección jurídica del patrimonio de la humanidad. En el último medio siglo se han conformado una serie de tratados internacionales con este fin. El objeto de esta línea de investigación es, por tanto, analizar los acuerdos más importantes, las medidas que proponen aplicar y su efectividad.
En este sentido, tanto la Convención de la UNESCO de 1970 sobre la Prohibición y Prevención de exportación ilícita de Bienes Culturales como la de UNIDROIT de 1995, se toman como normativa de referencia a nivel internacional por todos los países. 
La Convención sobre las medidas que deben adoptarse para prohibir e impedir la importación, la exportación y la transferencia de Propiedad Ilícitas de Bienes Culturales fue aprobada en París (Francia), el 14 de noviembre de 1970, durante la 16ª reunión de la Conferencia General de la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO)[footnoteRef:8]. Esta Convención ha sido firmada por una gran cantidad de países de todo el Mundo. Posiblemente el gran éxito resida en la no retroactividad de la norma, por la cual, los Estados firmantes no están obligados a devolver los bienes adquiridos de manera ilegal antes de la firma de esta Convención. Además, se propone una serie de medidas útiles para la protección de los bienes culturales. Sin embargo, su efecto ha sido limitado, evidenciando la falta de voluntad política en algunas ocasiones y un mayor impulso en varias medidas claves propuestas en este texto. [8:  Este organismo internacional está considerado como uno de los mayores exponentes internacionales en la protección del patrimonio de la humanidad: "Desde su creación, la UNESCO se ha convertido en el principal actor en pro de la conservación del  patrimonio cultural a nivel universal". Carrera Hernández, Jesús, “La UNESCO y la gestión del patrimonio mundial: mecanismos de protección y garantía”, en La protección jurídico internacional del Patrimonio Cultural (especial referencia a España) (Madrid: Colex, 2009), 136.] 

En cuanto al Convenio de UNIDROIT, sobre los bienes culturales robados o exportados ilícitamente, hecho en Roma (Italia) el 24 de junio de 1995, éste nace con el propósito de armonizar las leyes de cada país participante en relación con la restitución de bienes culturales ilegalmente exportados a sus países de origen. Aborda el problema desde el derecho privado y complementa, que no sustituye, a la Convención de la UNESCO de 1970 para viabilizar los problemas planteados en la Convención. El mencionado Convenio se posiciona a favor del propietario original, lo que ha provocado la reacción y controversias de países receptores de bienes culturales.
Aunque parece un instrumento más idóneo que la Convención de la UNESCO de 1970, no muchos países han firmado aún el Convenio de UNIDROIT de 1995; por un lado, celosos de mantener sus legislaciones nacionales al respecto y, por otro lado, debido a la irretroactividad de la norma.
Con el fin de garantizar y favorecer la protección del patrimonio cultural subacuático se creó la Convención sobre la Protección del Patrimonio Cultural Subacuático, aprobada por la UNESCO en su 31ª reunión y celebrada en París (Francia) del 15 de octubre al 3 de noviembre de 2001. Pese a las buenas intenciones de la norma, fueron muchas las discrepancias entre los Estados. En primer lugar, por la exclusión o no de los pecios que eran buques de guerra y, en segundo lugar, por el régimen jurídico de los objetos arqueológicos que se encontrasen más allá de la zona contigua. De esta forma, los Estados estaban más pendientes del derecho a la propiedad que de la protección propiamente dicha.
Probablemente por estos motivos, las Convención de la UNESCO de 2001 sólo ha sido ratificada por 45 Estados, aunque también es cierto que se trata de la Convención más moderna. Se prevé que la ratifiquen más Estados en un futuro próximo.
Aparte de la UNESCO y UNIDROIT, existen otros organismos que han participado mediante otras iniciativas en la protección del patrimonio cultural. Por ejemplo, UNODC, a través de la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional en el año 2000, que también organizó la creación de un grupo de expertos contra el tráfico ilícito de bienes culturales y que trabaja, actualmente, en una serie de recomendaciones. También las Naciones Unidas han desarrollado iniciativas para la protección del patrimonio cultural a través de diferentes resoluciones.
En el caso de proteger el  patrimonio cultural en el caso de conflictos armados, pese a que la referencia normativa internacional nos lleve a la Convención de La Haya de 1954, vemos que desde hace varios siglos atrás hubo otras iniciativas para proteger el patrimonio cultural en caso de conflictos armados. 
La Convención para la protección del patrimonio cultural en caso de conflicto armado se celebró en La Haya (Holanda) del 21 de abril al 14 de mayo de 1954. Está considerada por parte de la doctrina científica como un tratado internacional que es aplicable tanto en casos de conflictos armados como en tiempos de paz.
El Segundo Protocolo a esta Convención introduce una serie de medidas que convierten a la Convención de La Haya en un instrumento más eficaz.
Estos acuerdos internacionales están siendo ratificados por los Estados con el paso de los años pero llama poderosamente la atención cómo aún hay algunos países de la UE que no los han incorporado a su marco jurídico nacional al igual que otros países desarrollados fuera de la Unión, considerados tradicionalmente como importadores del patrimonio cultural procedente de otras naciones. De esta forma, los datos contrastados acerca de cuáles son las mayores potencias económicas en cuanto al mercado del arte se refiere y a los instrumentos legales que han suscrito para la protección del patrimonio cultural, demuestran que nos encontramos ante un mundo bipolar: por un lado, países ricos en patrimonio cultural y, por otro lado, países demandantes e importadores de bienes culturales.
A juicio del autor, el mercado del arte y la protección del patrimonio cultural se encuentran demasiado politizados, no existiendo un gran interés por parte de los Estados con un gran mercado en que se proteja suficientemente estos bienes. Esta situación deberá cambiar si se quiere aumentar su protección y reducir el tráfico ilícito de estos objetos[footnoteRef:9]. [9:  La siguiente cita resume lo expresado anteriormente por este doctorando: "Los Estados deberían presionar para que se dedicaran mayores recursos para acatar los tratados internacionales; las obligaciones de los tratados deberían ser más estrictos y más detallados; las sanciones deberían endurecerse; y los países que no hayan ratificado estos acuerdos deberían ser presionados para hacerlo [traducción propia no oficial]". Lian, “A Contemporary Observation”, 864.] 



CUARTA: “MARCO NORMATIVO ACTUAL DE PROTECCIÓN EN LA UE”.
El objetivo primordial de esta línea de investigación consiste en conocer si la UE ampara de forma adecuada los intereses legales de sus Estados miembros para la salvaguardia de su patrimonio cultural. Para ello, se analiza tanto el Tratado de la UE (TUE), su Tratado de Funcionamiento (TFUE), así como sus normas de rango inferior (principalmente Directivas y Reglamentos europeos). Además, se investiga si dichas normas se han aplicado en los litigios existentes en las que se haya reclamado la repatriación de un bien cultural perteneciente a un Estado miembro.
En otro orden de cosas, también se analiza en esta parte la legislación actual de protección en España (teniendo en cuenta que cada Comunidad Autónoma ha dictado sus propias normas suplementarias) comparándola con la de los países del entorno, esto es, Francia, Italia y Portugal. Estos países cuentan asimismo con un importante patrimonio cultural, lo que nos sirve para confrontar sus medidas legislativas con las que aplica España. También se estudia tanto la jurisprudencia como los acuerdos bilaterales firmados por nuestro país en este ámbito.
Como una de las primeras conclusiones obtenidas en este capítulo se obtiene que la UE prima la protección de los bienes culturales y su conservación con respecto a la actividad mercantil, al incluir en sus normas la posibilidad de prohibir la importación, exportación o  tránsito de mercancías con el propósito de proteger el patrimonio histórico, artístico o arqueológico (art. 36 del TFUE).
El TUE contempla el respeto a la riqueza de su diversidad cultural y la responsabilidad de velar por la conservación y desarrollo de su patrimonio cultural. Además, en cuanto a la Política Exterior y de Seguridad Común, la acción de la UE en la escena internacional deberá fomentar el fortalecimiento de, entre otros, la universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales así como el respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas y del Derecho internacional. Entre las acción que debe fomentar la Unión en el exterior deberá encontrarse, por tanto, la protección del patrimonio cultural de la humanidad.
Además, la Unión ha visto necesario enmendar en sucesivas ocasiones sus Directivas y reglamentos relacionados con la restitución y exportación de bienes culturales que hayan salido de forma ilegal del territorio de un Estado miembro debido a la escasa aplicación que han tenido. De todos modos, las nuevas medidas adoptadas parece que tampoco van a solucionar definitivamente la problemática existente. Éstas atienden fundamentalmente a competencias exclusivas de la Unión (en materia aduanera) y en competencias de apoyo (en cooperación entre administraciones), careciendo de medidas legislativas eficaces que cubran las competencias compartidas en cuanto a la lucha contra el expolio o el tráfico ilícito de bienes culturales, lo que ya reconoció el propio Consejo de la UE en el año 2011. Entre las medidas apuntadas por el propio Consejo se encuentran la aplicación, por parte de todos los Estados miembros, de los Convenios internacionales en la materia y la prestación del debido cuidado de todos los agentes que están involucrados en el mercado del arte.
Los Estados miembros han reaccionado ante la deficiente normativa europea en este ámbito, propiciando que las legislaciones nacionales contemplen normas muy proteccionistas sobre esta materia, como es el caso de la española que, mediante su Ley de Patrimonio Histórico Español (LPHE), pretende conservar bajo la influencia de la administración estatal todos aquellos bienes que tengan un marcado interés cultural y que reflejen la identidad del pueblo español.
Vista la escasa utilidad de los convenios internacionales, los países han recurrido a otra figura jurídica complementaria: los acuerdos bilaterales. Estos acuerdos son firmados, principalmente, entre países con una gran riqueza cultural, que ven amenazados su patrimonio cultural, y países importadores de bienes culturales.
Entrando a resumir lo investigado en el ordenamiento jurídico español, la LPHE establece una serie de cometidos y responsabilidades dirigidas a todos los poderes públicos con competencias en la protección del patrimonio cultural, desarrollando y coordinando cada una de las misiones que encomienda la Carta Magna. En ocasiones, se ha necesitado el pronunciamiento de los Tribunales para resolver cuestiones relacionadas con conflictos de competencias y otros asuntos diversos vinculados con la materia.
Por otra parte, la creación en España de una Fiscalía de Sala especializada en delitos contra el PH, pese a considerarse como una iniciativa positiva, no ha demostrado ser una herramienta muy utilizada por los poderes públicos, existiendo muy pocas sentencias condenatorias en delitos contra el patrimonio cultural.
Las normas penales que castigan las conductas ilícitas contra el PHE se encuentran dispersas en todo el Código Penal español (CP), no estando recogidas en un Título único. En este Código distinguimos una protección específica y otra genérica: 
· Podemos considerar como protección específica las conductas que se tipifican dentro del Título XVI ”De los delitos relativos a la ordenación del territorio y el urbanismo, la protección del patrimonio histórico y el medio ambiente” y más concretamente en su Capítulo II “De los delitos sobre el patrimonio histórico” que abarca los artículos 321 a 324 del CP.

· Con respecto a la protección genérica, existen una serie de conductas típicas repartidas a lo largo del CP, definidas para situaciones generales, pero que se ven agravadas cuando la acción recae sobre el patrimonio cultural.

El resto de los países analizados - esto es Italia, Francia y Portugal-  sí recogen en un título o en una ley específica las normas punibles contra el patrimonio cultural.
El Código Penal español necesita una reforma que proteja eficazmente los daños cometidos sobre los cascos históricos de los núcleos de población y los edificios singularmente protegidos. En este sentido, debería regularse la omisión de actuación por parte de los funcionarios públicos que permitan la realización de obras ilegales que dañen el patrimonio cultural.
El legislador español, en cuanto al tipo agravado que aparece en el art. 241 del CP, sólo tiene en cuenta al hecho delictivo que se produce en un recinto cerrado, quedando fuera de estas sustracciones las cometidas en las vías públicas, yacimientos arqueológicos al aire libre, tanto terrestres como subacuáticos, etc. Parece que el legislador concentra su esfuerzo en codificar, en este caso, el robo cometido en establecimientos dedicados al mundo del arte, como es el caso de museos, galerías, casas de subastas, etc., así como en los domicilios de coleccionistas privados.
Pese a que la clasificación administrativa de bienes culturales no es vinculante en el proceso penal español, debería tenerse en cuenta para la graduación del castigo. En este sentido, hemos visto cómo ciertas conductas delictivas que aparecen en el CP necesitan de una peritación previa para determinar el valor del bien jurídico protegido, lo que nos llevará a determinar la conducta como agravante o no. Resulta, en ocasiones, difícil de peritar el valor del daño producido por lo que la redacción, en estos casos, no resulta muy acertada. En este punto volvemos a lo sugerido en el comienzo de este párrafo: quizás fuera más interesante conocer cómo está clasificado ese bien para graduar la pena a imponer al infractor.
Tampoco parece acertado cómo ante un mismo hecho la conducta delictiva pueda ser tipificada de diferentes maneras. Este hecho produce inseguridad en el ordenamiento jurídico español.
Además, tanto España como el resto de países del entorno poseen una característica común: son depositarios de una gran herencia cultural. Como norma general, estos países tienen su legislación penal oscilando sobre una ley, de carácter administrativo, que define lo que debe considerarse como patrimonio cultural nacional y sus características pero con algunas salvedades. La principal de ellas es que la LPHE no posee sanciones penales mientras que sí las tienen el Código de Patrimonio francés, el Código de Bienes Culturales y Paisajísticos italiano o la ley de bases del Patrimonio Cultural portugués.
Al hilo de lo dicho en el párrafo anterior, la normativa de los países analizados definen de forma muy similar los conceptos de patrimonio y bien cultural como bien jurídico protegido, haciendo alusión a su interés histórico, artístico o arqueológico. Pese a la dispersión de los hechos punibles relacionados contra el patrimonio cultural en el CP, parece que la norma española ha tenido en cuenta conductas punibles donde otros ordenamientos no lo contemplan. Nos referimos a los casos de apropiación indebida o malversación.

QUINTA: “MARCO ORGANIZATIVO DE LAS FUERZAS Y CUERPOS DE SEGURIDAD EUROPEAS PARA LA PROTECCIÓN DE LOS BIENES CULTURALES”.
Esta línea de investigación está dirigida a conocer si las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad europeas llevan a cabo esfuerzos suficientes y emprenden las medidas necesarias para la protección de los bienes culturales. Relacionado con las líneas de investigación anteriores, se tratará de confirmar si los Estados de la UE con una gran riqueza en bienes culturales (en el caso de este estudio analizaremos las policías de España, Italia y Grecia) priorizan la protección de su patrimonio mediante la aplicación de medidas policiales efectivas, en contraste con aquellos Estados con un gran mercado del arte (en nuestro caso, las policías de Reino Unido, Francia y Alemania), históricamente catalogados como receptores de este patrimonio artístico y que albergan grandes museos o prestigiosas casas de subasta. 
Además, se hace preciso analizar los problemas operativos con los que se enfrentan las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad europeas para prevenir e investigar este tipo de delitos. Conocer los obstáculos que afrontan será importante para discernir si la UE podría colaborar aún más, mediante las herramientas de las que ha sido dotada, en la búsqueda de posibles soluciones.
Una de las primeras conclusiones obtenidas es que las misiones que tiene encomendada la Guardia Civil la convierte en una unidad idónea tanto para la protección del patrimonio cultural como para la investigación de los delitos que inciden sobre este patrimonio. Las capacidades que tiene el Instituto armado tanto en labores de prevención como de investigación las convierten en uno de los Cuerpos policiales europeos con las competencias más amplias.
Prácticamente todas las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad en España actúan con medidas específicas para la protección del patrimonio cultural y para investigar acerca de sus delitos. Esto otorga a España una alta prioridad en la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales.
Sobre todas las fuerzas de seguridad estatales italianas, una de ellas destaca sobre el resto en la lucha contra los delitos relacionados con el patrimonio cultural. Se trata del Cuerpo de Carabinieri, a través del Comando de Carabinieri para la Tutela del Patrimonio Cultural, unidad de referencia internacional especializada en la persecución de los delitos en este ámbito.
Además, Italia está considerada como uno de los países que otorga una alta prioridad a la lucha contra los delitos sobre los bienes culturales.
En cuanto a Grecia, este país posee una unidad especializada en la lucha contra estos delitos, concediendo una alta prioridad a la protección de su patrimonio. Sin embargo, la escasez de medios humanos especializados imposibilita una adecuada respuesta ante el expolio de yacimientos arqueológicos y el tráfico ilícito.
La situación cambia, por el contrario, en el Reino Unido. Primeramente, no existe un cuerpo policial de ámbito estatal que tenga una unidad especializada en la lucha contra este tipo de delincuencia. Es más, un informe elaborado en el año 2013 por la Asociación de Policías Locales del Reino Unido (ACPO) reconoce la necesidad de crear una unidad de este tipo. New Scotland Yard estableció, para la ciudad de Londres, una unidad de tres componentes para la lucha contra estos delitos que, incluso, ha sufrido recortes presupuestarios. Estos motivos inducen a pensar que el Reino Unido establece una prioridad baja a la lucha contra los delitos relacionados con el patrimonio cutural.
Con respecto a Francia, pese a ser considerado como uno de los países de mayor demanda en el mercado del arte (aunque muy lejos del volumen de negocios que adquieren países como los Estados Unidos de América, el Reino Unido o China), es considerado como un país que otorga una alta prioridad a la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. Tanto la organización como la composición de unidades de investigación en la policía y gendarmería nacional francesas, así como las misiones que realiza la OCBC (Unidad central de lucha contra el crimen organizado), las convierten en cuerpos policiales con capacidades suficientes para hacer frente a esta problemática.
En referencia a Alemania, no puede considerarse como un país que otorgue una alta prioridad a la lucha contra esta problemática. Tanto sus unidades centrales de la BKA como los cuerpos regionales en los Länder podrían ejercer una mayor intensidad en la lucha contra este tipo de delitos. Aparte, la coordinación y organización de competencias entre Estado federal y Länder parece mejorable.
Todo ello evidencia una fractura en la UE con respecto a la prioridad que ostenta la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. Podrían hacerse dos tipos de divisiones: Por un lado, una división geográfica norte-sur, en la cual los países del norte de Europa carecen de una falta de modelo en cuanto a la protección del patrimonio cultural, en contraste con los países del sur; por otro lado, otra división podría realizarse entre países demandantes de una gran mercado del arte (que carecen de una estrategia clara en la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales), con respecto a los países que poseen una gran herencia cultural, que suelen invertir mayores y mejores medios humanos y materiales para proteger su patrimonio[footnoteRef:10]. [10:  "Las policías de los diferentes estados miembros de la UE tienen diferentes prioridades con respecto a la investigación de delitos contra el patrimonio cultural. [..] La labor policial contra este tipo de delitos aparentemente reciben una relativamente más alta prioridad en los estados miembros del sur de la UE que en los del norte. (...) la diferencia puede ser explicada por el hecho de que este tipo de delitos recibe una más alta prioridad desde los cuerpos policiales en los países que son más propensos a sufrir estos hechos. En estos países, el patrimonio cultural es más apreciado que en el resto [traducción propia no oficial]". Block, “European Police Cooperation”, 21.] 

Por último, decir que los cuerpos policiales de los Estados miembros se enfrentan a una serie de obstáculos comunes que dificultan la prevención e investigación de los delitos contra el patrimonio cultural. Entre ellos se encuentran los siguientes problemas: El primero de ellos lo conforma la carencia en la formación adecuada en este ámbito por parte de las FCS y el resto de actores implicados; el segundo de los obstáculos es la dificultad a la que se enfrentan las FCS a la hora de conocer la trazabilidad u origen exacto de los bienes culturales incautados; el tercero, lo conforma la carencia en algunos países de la UE de un modelo persistente en la lucha contra esta problemática; y, por último, la cooperación internacional aún supone un inconveniente al no existir una respuesta conjunta de la UE.
Tras conocer las medidas que aplican los cuerpos policiales de los Estados miembros de la UE más representativos para nuestro estudio y analizados los obstáculos con los que se encuentran en el desarrollo de su labor cotidiana, en la próxima línea de investigación se analizarán las acciones que realizan las instituciones internacionales, donde se comprobará si son capaces de suplir eficientemente las carencias y problemas que abordan los cuerpos policiales anteriormente descritos.

SEXTA: “INICIATIVAS DESARROLLADAS POR ORGANISMOS INTERNACIONALES PARA LA LUCHA CONTRA EL TRÁFICO ILÍCITO DE BIENES CULTURALES”.
Otro aspecto fundamental de este estudio será el de comparar las actividades llevadas a cabo por diferentes organismos internacionales para la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales.
Para ello, se estudiarán las medidas que aplican aquellas agencias de la UE que están implicadas de algún modo en la prevención o investigación de los delitos relacionados contra los bienes culturales. Estamos hablando de la Agencia Europea de Policía (EUROPOL), la Agencia Europea de Cooperación Judicial (EUROJUST) y la Academia Europea de Policía (CEPOL).  
Del mismo modo, se analizarán las medidas que emplean otras organizaciones internacionales fuera del ámbito de la UE en relación con la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. De esta forma, se investigará sobre las acciones que llevan a cabo la Organización internacional de Policía Criminal (INTERPOL), la Red iberoamericana de Cooperación Judicial (IBERRED), la Organización de las Naciones Unidas para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO) y el Consejo internacional de Museos (ICOM).
Una vez realizado el análisis de estas agencias europeas y organismos internacionales se confrontará las acciones llevadas a cabo por cada una en su ámbito de actuación con el fin de determinar si la UE podría aún ir más allá en la prevención de este tipo de delitos.
La primera de las conclusiones obtenidas en este capítulo es que la UE ha establecido unas normas en cuanto a la cooperación policial y judicial transfronteriza. Para ello, crea una serie de herramientas para estimular esta cooperación. Sin embargo, la Unión reconoce que su papel en cuanto a la lucha contra la delincuencia no es lo suficientemente adecuado y que es necesaria una mejor implementación de los instrumentos legales existentes. La propia Comisión Europea propone una serie de recomendaciones para fortalecer la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales[footnoteRef:11]. [11:  Nos gustaría destacar en este punto lo dicho por un experto en esta problemática: "El análisis de tales esfuerzos a nivel de la UE indica que los delitos contra los bienes culturales disfrutan de muy poca atención, especialmente comparado con, por ejemplo, el terrorismo, el tráfico de drogas o el blanqueo de capitales. De hecho, desde que el Tratado de la UE entró en vigor, no ha habido prácticamente ninguna iniciativa policial para poner medidas contra este tipo de delitos y solamente algunos Estados Miembros han acordado un instrumento no vinculante dirigido a fortalecer la cooperación policial en este ámbito [traducción propia no oficial]”. Block, “European Police Cooperation”, 21.] 

Con respecto a las agencias europeas, la UE considera que, con las regulaciones que se encuentran actualmente en vigor, los Estados miembros deberían hacer uso de las mismas prioritariamente sobre otras posibilidades de cooperación. Sin embargo, los investigadores siguen utilizando otras vías para impulsar la resolución de sus operaciones policiales.
Ha quedado demostrado que Europol dispone de una estructura idónea para afrontar este tipo de delincuencia y pese a tener un grupo especializado en el análisis criminal de robos, el tráfico ilícito de bienes culturales no se encuentra entre las problemáticas analizadas.
En cuanto a Eurojust, esta agencia europea también dispone de una estructura idónea para agilizar las comisiones rogatorias internacionales en el ámbito de la delincuencia organizada transnacional y, por tanto, para investigar eficazmente la delincuencia relacionada con el patrimonio cultural. De todos modos, sería recomendable la creación de una sección especializada en este ámbito dentro de Eurojust[footnoteRef:12]. [12:  En este punto querríamos hacer hincapié en la petición que realiza el Parlamento Europeo mediante la Resolución del Parlamento Europeo, de 30 de abril de 2015, sobre la destrucción de lugares de interés cultural perpetrada por el EI/Daesh (2015/2649(RSP)), en la que realiza una petición al Consejo de la UE para que “refuerce las unidades de Eurojust y Europol dedicadas a apoyar las investigaciones en curso, la prevención y el intercambio de información sobre el comercio ilegal de bienes culturales”.] 

Otra de las conclusiones obtenidas es que la Agencia europea CEPOL conforma una plataforma idónea para formar y concienciar a los agentes de policía en la protección del patrimonio cultural y la investigación de sus delitos. Sin embargo, los cursos de CEPOL se han convertido en un lugar de encuentro de los investigadores para intercambiar experiencias y estrechar lazos de unión. Por tanto, no se mejora la formación o concienciación sino la cooperación internacional.
Con respecto a las organizaciones internacionales fuera del ámbito de la UE, se puede concluir afirmando que resultan ser muy positivas en la lucha contra esta problemática. Para empezar, IberRed conforma un instrumento apropiado para mejorar, simplificar y acelerar la cooperación judicial efectiva en los Estados iberoamericanos con respecto al tráfico ilícito de bienes culturales.
Interpol es, sin género de dudas, la Organización internacional que más actividades e iniciativas emprende contra el tráfico ilícito de bienes culturales. Aunque sus medidas no tienen un carácter coercitivo, éstas asisten a todos los afectados en esta problemática: profesionales del arte, miembros de las FCS, víctimas de estos delitos, etc. Pese a la gran labor que realiza Interpol en este campo, se podría mejorar la manera en que se canaliza la información a través de las OCN.
En cuanto a la UNESCO, este organismo ha llevado a cabo multitud de iniciativas para proteger el patrimonio cultural de los lugares del mundo en riesgo. Algunas de estas iniciativas han sido más eficaces que otras pero todas cuentan con el respaldo de la comunidad internacional.
Pese a representar a parte de los destinatarios de bienes culturales de ilícita procedencia, ICOM ha desarrollado iniciativas de utilidad para luchar contra este tráfico ilícito. Estas iniciativas están perfectamente alineadas con aquellas impulsadas por otras organizaciones internacionales.
Se puede concluir esta última línea de investigación diciendo que la UE ha creado una estructura apropiada en forma de agencias europeas para luchar contra la delincuencia organizada transnacional pero que, comparadas con las actividades que realizan otras organizaciones internacionales en la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales, sus esfuerzos podrían ser mucho más intensos en este ámbito.
La creación de un grupo de expertos como el que posee Interpol o el apoyo por una Institución de la UE a los Estados miembros en los litigios internacionales[footnoteRef:13], también como parte interesada en la repatriación de bienes de interés cultural - a imagen y semejanza del Comité de la UNESCO ante los conflictos internacionales -, entre otras medidas, supondrían un paso delante de la UE en la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. [13:  En este sentido se pronuncia el Parlamento europeo a través de la Resolución del Parlamento Europeo, de 30 de abril de 2015, sobre la destrucción de lugares de interés cultural perpetrada por el EI/Daesh (2015/2649(RSP)). En este asunto específico el Parlamento les pide a la Vicepresidenta de la Comisión Europea y a la Alta Representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad que adopten las medidas oportunas en el ámbito político para poner fin al comercio ilegal de bienes culturales procedentes de Siria e Irak durante los períodos de conflicto en dichos territorios. En el ámbito judicial se podría realizar una propuesta análoga a través del apoyo de instituciones europeas como Eurojust o el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, donde se apoyarían las reclamaciones a países terceros sobre bienes culturales exportados ilícitamente fuera del territorio de la UE.] 

CONCLUSIÓN FINAL
Vistas las conclusiones obtenidas en todas las líneas de investigación, se puede concluir diciendo que se corrobora parcialmente la hipótesis planteada inicialmente sobre que “el patrimonio cultural no está adecuadamente protegido por la Unión Europea y no existe una reacción conjunta ante los problemas individuales sufridos por los Estados miembros”. 
Tal y como se ha expuesto anteriormente, la UE ha creado una estructura apropiada para la protección y conservación del patrimonio cultural europeo, pero se encuentra necesitada de una mejor implementación.
En la UE existe una fractura entre dos bloques de Estados miembros con intereses contrapuestos y que coincide geográficamente con una división norte-sur. Por un lado, los Estados del sur o de la ribera del Mediterráneo, esto es, España, Italia y Grecia (aquí podríamos incluir también a Francia), son Estados miembros de la UE que albergan un gran patrimonio cultural, y que han sido cuna de grandes civilizaciones. Para su protección, han ratificado todos los principales convenios internacionales en este ámbito y han aprobado leyes nacionales restrictivas en cuanto a la exportación de bienes culturales. También tienen un modelo muy bien definido en cuanto a la protección de su patrimonio cultural, incluyendo cuerpos de policía que aplican medidas específicas en la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. Por otro lado, los Estados miembros del norte de la UE (Reino Unido y Alemania, entre ellos), con un gran mercado del arte y, por tanto, demandantes de obras de arte y antigüedades, no poseen un modelo bien definido en este ámbito. No han ratificado los principales convenios internacionales, sus leyes nacionales son más laxas en este sentido y sus cuerpos de policía no aplican medidas tan específicas en la lucha contra el tráfico ilícito de bienes culturales. 
A continuación se realizará una propuesta de lege ferenda sobre aquellos aspectos que debería adoptar la Unión para mejorar la protección del patrimonio cultural.
PROPUESTA LEGE FERENDA
A lo largo del presente trabajo de investigación se ha analizado los canales de distribución del mercado del arte, la criminalidad relacionada con el tráfico ilícito de bienes culturales, la normativa nacional e internacional que protege el patrimonio cultural así como las Unidades y organismos internacionales que luchan contra este tipo de delitos. En todas las líneas de investigación se han obtenido una serie de conclusiones que han servido para refutar la hipótesis inicialmente planteada.
Entre las conclusiones obtenidas se advierte que la UE podría dar un paso más allá en la protección del patrimonio cultural de sus Estados miembros. Por este motivo, en el presente capítulo se pretende realizar una propuesta legislativa considerando lo siguiente:
· El Tratado de la Unión Europea contempla, en su Preámbulo, la intención de fortalecer la solidaridad entre los pueblos en materias como la historia y la cultura, factores heredados de generación en generación que representan los valores universales de los ciudadanos. 
· En virtud de la misma norma y conforme a lo dispuesto en el artículo tercero, los Estados miembros expresan la importancia que debe tener el respeto a la riqueza de su diversidad cultural y la responsabilidad de velar por la conservación y desarrollo de su patrimonio cultural. 
· En cuanto al Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el artículo 36 establece la posibilidad de prohibir la importación, exportación o tránsito de bienes para la protección del patrimonio artístico, histórico o arqueológico nacional.
· El artículo 167 de la misma norma resulta fundamental para la protección del patrimonio cultural al incluir, entre las acciones de cooperación y apoyo, la conservación y protección del patrimonio cultural de importancia europea, debiéndose involucrar la Unión en estos aspectos y contemplando la posibilidad de incrementar la cooperación con terceros países y con organizaciones internacionales en este ámbito.
· El tráfico ilícito de bienes culturales supone uno de los comercios ilícitos más lucrativos para la criminalidad organizada transnacional y pone en serio riesgo la identidad de las naciones del mundo y la diversidad cultural.
· Los canales de distribución del mercado del arte se han diversificado en los últimos tiempos y en ellos se comercializan también objetos de dudosa procedencia. En virtud de las normas descritas anteriormente, la Unión Europea tiene la responsabilidad de ejercer un control de la circulación de estos bienes y debe inspeccionar sus transacciones comerciales.
· Mediante el artículo 85 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea se crea la Agencia Europea Eurojust con la misión de apoyar y reforzar la coordinación y la cooperación entre las autoridades nacionales encargadas de investigar y perseguir la delincuencia grave que afecte a dos o más Estados miembros o que deba perseguirse según criterios comunes, basándose en las operaciones efectuadas y en la información proporcionada por las autoridades de los Estados miembros y por Europol.
· Entre las competencias de Eurojust se podrán incluir la coordinación de  investigaciones o la intensificación de la cooperación judicial.
· Mediante el artículo 88 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea se crea la agencia europea Europol con el propósito de apoyar y reforzar la actuación de las autoridades policiales y de los demás servicios con funciones coercitivas de los Estados miembros, así como su colaboración mutua en la prevención de la delincuencia grave que afecte a dos o más Estados miembros, del terrorismo y de las formas de delincuencia que lesionen un interés común que sea objeto de una política de la Unión, así como en la lucha en contra de ellos.
· Entre los delitos sobre los que tienen competencias tanto Eurojust como Europol se encuentra el tráfico ilícito de bienes culturales. 
· Una de las modalidades delictivas que frecuentemente se encuentra en el panorama internacional es la falsificación de obras de arte. Este hecho provoca inseguridad en el mercado. Buscar medidas para atajar el problema supone un reto en el que debe participar la Unión Europea.
· La repatriación de bienes culturales que han sido exportados ilícitamente resulta más factible si los Estados firman y adhesionan los principales Convenios internacionales en este ámbito. Se debe alentar a todos los países y, principalmente a las superpotencias económicas, a que los firmen.
· Mediante el artículo 83 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea, el Parlamento Europeo y el Consejo podrán establecer, mediante directivas adoptadas con arreglo al procedimiento legislativo ordinario, normas mínimas relativas a la definición de las infracciones penales y de las sanciones en ámbitos delictivos que sean de especial gravedad y tengan una dimensión transfronteriza derivada del carácter o de las repercusiones de dichas infracciones o de una necesidad particular de combatirlas según criterios comunes. Entre los ámbitos delictivos contemplados se encuentra la llevada a cabo por la delincuencia organizada.
· El Parlamento Europeo mediante su Resolución de 30 de abril de 2015, sobre la destrucción de lugares de interés cultural perpetrada por el EI/Daesh (2015/2649(RSP)), realiza una petición al Consejo de la UE para que “refuerce las unidades de Eurojust y Europol dedicadas a apoyar las investigaciones en curso, la prevención y el intercambio de información sobre el comercio ilegal de bienes culturales”.
· El Título V del Tratado de la Unión Europea regula aquellas disposiciones generales relativas a la acción exterior de la Unión, más disposiciones específicas relativas a la Política Exterior y de Seguridad Común (PESC). Más concretamente, el art. 21 del Tratado advierte que la acción de la Unión en la escena internacional intentará fortalecer principios como el Estado de Derecho, la universalidad e indivisibilidad de los derechos humanos y de las libertades fundamentales o el respeto de los principios de la Carta de las Naciones Unidas y del Derecho internacional. Entre ellos se encuentra la protección del patrimonio cultural de la humanidad.  

Teniendo en cuenta todo lo enunciado anteriormente se propone que la UE apruebe las siguientes medidas legislativas:

Medida Primera
Todos los profesionales que actúen como intermediarios en el mercado del arte deberán actuar con la debida diligencia, declararando de manera sistemática toda transacción que realicen con bienes culturales ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad que se determinen en cada Estado miembro.
Las casas de subastas deberán comunicar a los cuerpos policiales que se determinen en cada Estado miembro, los bienes culturales que se pretendan subastar, con una antelación mínima de 30 días. 
Las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad de los Estados miembros inspeccionarán los comercios dedicados a la compra-venta de bienes culturales y reportarán anualmente al Consejo de la Unión Europea y a Europol el resultado de dichas inspecciones.
Medida Segunda
Los profesionales del mercado del arte que actúen como intermediarios estarán obligados a certificar que han seguido unas pautas estandarizadas y determinadas por la Unión Europea para la comprobación, de manera sistemática, del origen lícito del bien cultural que se va a comercializar.
La Unión Europea determinará las pautas que deben seguir los profesionales del sector del arte que actúen como intermediarios. Como mínimo, deberá incluir la comprobación de que el objeto que pretenden comercializar no se encuentra en la base de datos de bienes culturales robados de Interpol o de cualquier otra que se cree para este fin. Para ello, se deberán hacer los cambios necesarios en la base de datos que se considere oportuna con el fin de poder comprobar que los intermediarios han accedido al sistema para realizar una búsqueda.
Medida Tercera
Para afrontar con garantías la falsificación de bienes culturales y así evitar un daño grave al mercado del arte, Europol creará un registro internacional informatizado de los certificados de autenticidad expedidos por esta agencia europea para las obras de arte que se pretendan comercializar en el ámbito de la Unión Europea y comprobar, de esta forma, su originalidad.
Este certificado de autenticidad, que contendrá un número de serie único para cada obra de arte, deberá acompañar al citado bien en el momento de la transacción y será obligatorio disponer de él en el momento en que se pretenda comercializar dentro del territorio de la Unión.
El citado registro no será público y sólo se podrá consultar a través de las instituciones estatales de cultura que se determinen en cada Estado miembro, que tendrán acceso al registro. 
La obtención del citado certificado de autenticidad deberá ser gratuita. 
Medida Cuarta
Con el fin de gestionar el registro mencionado en el artículo anterior, Europol creará una Unidad especializada en la lucha contra el Tráfico ilícito de bienes culturales.
Aparte de la misión encomendada en el párrafo anterior, esta Unidad tendrá como cometidos centralizar el análisis internacional de esta problemática; controlar la estadística de delitos cometidos contra el patrimonio cultural; apoyar a las fuerzas y cuerpos de seguridad de los Estados miembros en las investigaciones que están llevando; y, por último, impulsar cualquier otra medida que fomente la protección del patrimonio cultural europeo.


Medida Quinta
Se creará, a partir de Eurojust, una fiscalía europea especializada en los delitos contra el patrimonio cultural europeo, conforme a lo previsto en el art. 86 del Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea.
Entre los cometidos de la citada fiscalía se encontrarán los de impulsar las comisiones rogatorias internacionales relacionadas con el tráfico ilícito de bienes culturales y exportaciones ilícitas cometidas por la delincuencia organizada transfronteriza; apoyar a los Estados miembros, mediante el asesoramiento y mediante las acciones que se estimen oportunas, en las reclamaciones judiciales de repatriación de bienes culturales a su Estado miembro de origen (de las actuaciones que lleve a cabo mantendrán informado al representante de la Unión para Asuntos Exteriores y Política de Seguridad y al Tribunal de Justicia de la Unión Europea); impulsar cualquier otra iniciativa que se estime conveniente y de la cual pudiera ser competente.
Medida Sexta
Los Estados miembros exigirán la adopción de medidas de seguridad apropiadas en los lugares susceptibles de sufrir el robo o expolio de bienes culturales de excepcional valor, principalmente en inmuebles religiosos y yacimientos arqueológicos. 
Del mismo modo, los coleccionistas privados de bienes de interés cultural deberán disponer de un inventario de sus objetos, comunicar su pertenencia a los órganos correspondientes y permitir el acceso a técnicos especializados en su conservación y protección.
Medida Séptima
Basado en lo dispuesto en el art. 21 del Tratado de la Unión Europea, la Unión intervendrá con los medios que se encuentren a su alcance para impedir la destrucción del patrimonio cultural de la humanidad durante conflictos armados, incluso aunque se produzcan fuera de sus territorios, mediante las acciones que se estimen más apropiadas.
Como parte de la Política Exterior y de Seguridad Común que desarrolla la Unión Europea, la Unión promoverá la adopción de medidas de protección del patrimonio cultural amenazado en terceros países como parte de las misiones encomendadas a los contingentes militares que se envíen a la zona de conflicto. 

Medida Octava
La Unión Europea promoverá a los países del mundo que aún no lo hayan hecho a que firmen y ratifiquen los tratados y convenios internacionales de referencia que fomenten la protección del patrimonio cultural de la humanidad tanto en tiempos de paz como de guerra.
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